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En su inicio, el actual gobierno definió la creación de tres pactos considerados estratégicos: el Pac-

to Paz, Seguridad y Justicia, el Pacto Fiscal y de Competitividad y el Pacto Hambre Cero, con la 

intención que este último se convirtiera en el eje central de las políticas sociales de su gestión. Así, 

el 16 de febrero de 2012 (apenas un mes después de tomar posesión) el Presidente firmó el Pacto 

Hambre Cero en conjunto con otros políticos, medios de comunicación, representantes empresaria-

les, académicos y organizaciones no gubernamentales. El lanzamiento se hizo en San Juan Atitán, 

Huehuetenango, municipio que “ostenta” el primer lugar de retardo del crecimiento. Según el cen-

so escolar de talla de 2008, sólo el 8.6% de sus niños y niñas en edad escolar mostraron un estado 

nutricional normal; mientras el retardo moderado en talla afectaba al 38.9%, y el retardo severo 

alcanzaba al 52.6% de los escolares(1). 

1 Tercer censo nacional de talla en escolares de Guatemala, 2008. http://www.sesan.gob.gt/
index.php/descargas/28-tercer-censo-nacional-de-talla/file 
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 2.  Junio de 2014 

EDITORIAL 

E 
sta edición número 15 de Noticias 
del Corredor surgió en el contexto 
de la denuncia de cobros excesivos e 

ilegales por parte de la empresa Energuate y 
los prolongados cortes de energía en las regiones 

Huista y Mam del departamento; las protestas por 
la construcción de una hidroeléctrica en San Mateo 

Ixtatán; la elección del Fiscal General del Ministerio 
Público; el desalojo de la Puya, el anuncio por parte del 

CACIF y de la SESAN de admitir su incapacidad para reducir la 
desnutrición en las áreas señaladas como más críticas, 
particularmente en San Juan Atitán, uno de los municipios que 
registran los más altos índices de desnutrición crónica en el país, y el 
anuncio del presidente Otto Pérez de extender el tiempo de su 
mandato en una clara maniobra que viola la Constitución.  

Esta secuencia de eventos es posible a partir de la 
confluencia de intereses de las elites políticas y económicas de 
capital tradicional y emergente mafioso, que se intersectan en 
tiempo y espacio para el mantenimiento del status quo. Escenario en 
el que las tendencias que se observan son: en el ámbito económico, 
el insuficiente crecimiento se traduce en la falta de empleo, 
generando en la sociedad la incertidumbre económica; en el ámbito 
político, el permanente desgaste del sistema de partidos políticos 
desvinculados cada vez más de quienes los eligen; y finalmente el 
gobierno que muestra su incapacidad en la gestión pública y una 
fuerte tendencia a la concentración del poder.  

Y como dice el refrán “en rio revuelto ganancia de 
pescadores”, en este contexto quienes se aprovechan son los grupos 
empresariales, las empresas transnacionales, líderes de cámaras 
empresariales, élites políticas, proveedores del Estado, en torno al 
botín que representa la agroindustria, combustibles, energía 
electrica, telecomunicaciónes, construcción de megaproyectos, y 
como punto en la i, la creación de leyes a conveniencia de los 
negocios.  

En medio de esa coyuntura, con la vista puesta en los 
hombres y mujeres de Huehuetenango que defienden su territorio 
ofrecemos una serie de artículos para reflexionar sobre esta realidad 
a nivel local y nacional.  

En primer lugar, ofrecemos en la sección central el análisis de 
Lucrecia Mack sobre el Plan Hambre Cero, que señala que las 

acciones impulsadas desde el Estado se limitan a tratar deficiencias 
de vitaminas y minerales, sin trabajar las raíces del problema, 
agregando que en el Plan se puede observar “un reciclaje de las 
mismas actividades que se han impulsado desde décadas atrás” 
argumentando la necesidad de comprender que el hambre y la 
desnutrición son consecuencia de la desigualdad social en el país, 
por lo que es necesario impulsar políticas integrales, sociales y 
económicas para reducir el hambre.  

Relacionado al tema se ofrece en la sección Construyendo 
Ciudadanía la reflexión de Karin Slowing que refiere que la 
protección social se rige por el IGSS y el MIDES pero que en la 
estructura estatal se genera una duplicidad de esfuerzos 
institucionales en la que cada entidad promulga su propia política, 
camina por su rumbo y emplea definiciones, métodos e instrumentos 
diferentes. Dando como resultado una protección social sin rumbo. 
Complementado lo anterior, en Tejiendo Saberes el Colectivo de 
Estudios Rurales, IXIM, presenta un balance cuantitativo, a dos años 
de ejecución del Pacto Hambre Cero, en donde se muestra que “la 
atención a la desnutrición continúa evidenciando deficiencias 
institucionales, improvisación y baja ejecución presupuestaria”.  

En la sección Voces Mayas, se presenta una lectura de la 
problemática sobre los altos cobros de la energía y los cortes 
prolongados en el servicio a los ciudadanos de la región Huista y Mam 
del departamento. Ofreciendo datos y elementos importantes para 
comprender desde las áreas afectadas una problemática que es 
necesario discutir.  
 En las secciones Punto de Partida y Dejando Huellas se rinde 
homenaje a la trayectoria de Ricardo Falla. El primer artículo es una 
reseña que invita a leer Al atardecer de la vida..., última obra del 
jesuita y antropólogo, escrita desde la óptica de una lectora 
profana, Liliana Villatoro; y el segundo artículo es una visión joven 
de la trayectoria madura de Falla. En estas líneas encontraremos 
elementos sobre las principales obras del autor y el aporte que han 
representado para la comprensión del final del siglo XX.  

Cerramos con algunas ideas sobre el papel del ejército en la 
ciudad de Huehuetenango y el rol que ha ido adquieriendo en los 
últimos cinco años. Es nuestro deseo que esta edición contribuya a 
informar sobre la realidad del departamento de Huehuetenango. 
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VOCES MAYAS 

L 
os apagones que se han generado en 
la nación Popti'/Huista, 
provocaron  grandes pérdidas a la 
frágil economía local. Al Gobierno y a 

la empresa Energuate les importó poco 
dejar sin energía a esta región durante dos 
semanas consecutivas. Si los apagones se 
provocaran en la capital o en alguna zona 
industrial no tardarían ni un día para su 
restablecimiento. Por lo tanto, esta 
situación es un problema de clase, 
de intereses políticos y 
económicos. 

Hasta hoy no existe un 
informe oficial sobre las causas de 
este atropello. La empresa y el 
Gobierno han aprovechado 
mediáticamente el conflicto para 
posicionar su política energética, 
tratando de confundir a la opinión 
pública relacionando este 
conflicto con la lucha por la 
defensa del territorio. Lo más 
repudiable fue su intención fallida 
de generar conflicto entre 
comunidades, recriminando a las 
familias que se han resistido a 
pagar la energía. Consta que la 
población en ningún momento 
interrumpió subestaciones de 
energía, ni paralizó el trabajo de 
la empresa. Lo verídico fueron los 
bloqueos de carretera para exigir 
el restablecimiento de la 
energía.  Queda en evidencia que 
la intención de Energuate ha sido 
presionar al Gobierno por 
subsidios o mecanismos de 

represión como única salida a la 
problemática. 

Nuestros Pueblos merecen respeto y 
justicia, por lo que las personas afectadas 
deberán dar seguimiento a las denuncias 
y las autoridades están obligadas a exigir 
cuentas a la empresa y brindar 
resarcimiento por los daños económicos 
ocasionados.   

 

Es importante señalar que este 
problema es estructural; porque la 
energía eléctrica desde su 
privatización impulsada por el 
gobierno de Álvaro Arzú, dejó de 
ser un servicio para convertirse en 
mercancía basada en cuatro 
grandes negocios: generación, 
transporte, distribución y 
comercialización. De acuerdo al 
artículo 7 de la  Ley General 
de Electricidad en Guatemala, una 
empresa o firma no puede ser 
generadora y comercializadora al 
mismo tiempo. Por eso, aunque se 
construyan hidroeléctricas, 
mientras la comercialización siga 
en manos de Energuate, el costo 
para el usuario seguirá siendo 
excesivo y con los mismos abusos, 
mientras tanto comprometemos 
nuestros bienes naturales 

estratégicos por 50 años.  
Importa ahora pensar en un modelo 

energético con autonomía y soberanía. 
Algunos proponen la nacionalización de la 
energía, otros la municipalización, los 
Pueblos preferimos que desde la autonomía 
territorial se decida sobre la generación, 
distribución y comercialización. Empecemos 
el debate, pero en serio. 

La problemática que afecta a pobladores de la región sur/
Mam, del departamento de Huehuetenango, relacionada a 
los cortes prolongados de energía eléctrica, surge por la 
mala administración, falta de responsabilidad de la empresa 
Energuate y del Gobierno. El origen está en los altos costos 
del servicio, abuso de tarifa en facturas y engaños.  
 En San Juan Atitán, San Pedro Necta y Santiago 
Chimaltenango, los cobros ascienden hasta 12 mil quetzales 
mensuales en hogares que usan 1 ó 2 focos, estos casos se 
vienen dando desde hace más de 5 años. Los efectos son 
diversos: desde descontento, manifestaciones, divisiones y 
tergiversación de información en la toma de decisiones, 
hasta capturas realizadas por las autoridades ante la 
resistencia al pago de facturas excesivas por parte de 
vecinos, e incluso un caso en donde se provocó la muerte 
por derrame cerebral de un miembro de una familia de San 
Juan Atitán en el 2013. 
 Las comunidades más afectadas se ubican en los 
municipios de San Pedro Necta y La Democracia y estuvieron 
sin electricidad durante la primera quincena del mes de 
abril restableciéndoles el servicio el día 15 del mismo mes 
con apagones consecutivos de dos a cuatro horas.               

El día 22 se volvió a cortar el servicio reanudándolo el lunes 
5 de mayo, después del secuestro del alcalde de La 
Democracia. Mientras tanto, la población de San Sebastián 
Huehuetenango, San Rafael Pétzal, San Juan Atitán, Santa 
Barbara, Santiago Chimaltenango y Colotenango, sufrió 
cortes en intervalos de 3, 24 y 72 horas. En San Idelfonso 
Ixtahuacán y Cuilco no se refieren mayores cortes, hecho 
que los vecinos atribuyen a su resistencia organizada. Este 
problema ha generado pérdidas económicas a familias y 
comerciantes, en productos de consumo, aparatos 
electrodomésticos valorados en hasta 8 mil quetzales.  En 
La Mesilla se estima que las pérdidas totales ascienden a 16 
millones de quetzales.  
 Si desde los niveles municipal, departamental y 
nacional autoridades y empresa no asumen la 
responsabilidad sobre los daños que provocaron a los 
pobladores, los altos costos, falsificación de la lectura en los 
contadores, y no hay cambios que contribuyan a favorecer 
los sectores más vulnerables; y, por otro lado mientras no se 
tome conciencia en la preparación, información y formación 
basada en los avances y logros por organizaciones que 
amparan los derechos ciudadanos y éstas sean desestimadas 
se seguirán observando medidas de hecho como 
manifestaciones y bloqueos por parte de vecinos.  

Desigualdad en la administración de energía eléctrica 

en la región sur/Mam, Huehuetenango 

Ana Rodríguez Mendoza 

Consejo de Pueblos Wuxhtaj 
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L 
a protección social es la parte de las 
políticas sociales de Estado que se 
enfoca en reducir la vulnerabilidad 

de los hogares frente a una posible caída 
de ingresos. Comprende también medidas 
para que la población en situación de 
pobreza supere esta condición. Tiene, por 
tanto, dos facetas: el aseguramiento y la 
asistencia social. Para su éxito, juega 
también un papel determinante el que a 
la par, haya políticas orientadas a la 
creación de y acceso al empleo. 
 En Guatemala, la protección social 
no se ha entendido totalmente de esta 
manera. Para comenzar, el Estado no 
tiene una sola entidad, sino varias que 
ejercen simultáneamente la competencia 
rectora sobre la protección social, por lo 
que se hace difícil establecer la lógica, 
coherencia y sinergia que pueda haber 
entre intervenciones. Hay dos entes 
fundamentales: el Instituto Guatemalteco 
de Seguridad Social (IGSS) y el 
recientemente creado Ministerio de 
Desarrollo Social (MIDES). No obstante, 
otras entidades como el Ministerio de 
Trabajo y Previsión Social, y algunas 
Secretarías de Estado tienen también 
importantes programas en este ámbito. 
Cada entidad promulga su propia política, 
camina por su rumbo y emplea 
definiciones, métodos e instrumentos 
diferentes. Por esa razón, tampoco hay 

un sistema único de indicadores de país 
que permita medir y monitorear lo que se 
logra con este tipo de intervenciones. 
 Además del servicio del IGSS, 
dirigido esencialmente a los trabajadores 
con empleo formal, son más de 20 
programas -entre principales y derivados- 
los que tiene el Organismo Ejecutivo en la 
actualidad que, por su naturaleza y 
destinatarios, pueden calificarse como de 
"protección social". Ciertamente, el 
Ejecutivo realizaba este tipo de  
intervenciones desde mucho antes de que 
los programas de transferencias 
monetarias condicionadas se pusieran de 
moda. Es el caso, por ejemplo, de los 
programas que dirige la Secretaría de 
Bienestar Social, de la Esposa del 
Presidente o el Programa del Adulto 
Mayor. 
 Estos programas no son espejo de 
los que maneja el IGSS, enmarcados en 
salud, accidentalidad, invalidez, vejez y 
sobrevivencia, sino tienen contenidos, 
condiciones y beneficios bastante 
diferentes; con ello, sólo contribuyen a 
reproducir la diferenciación social ya 
existente. 
 La creación de institucionalidad 
específica, por la vía del MIDES, no ha 
significado necesariamente una expansión 
del acceso; por el contrario, del 2011 a la 
fecha, se ha registrado un descenso 

marcado en el número de beneficiarios de 
los programas; una baja ejecución de los 
mismos y ausencia de información 
respecto a quiénes son estas personas.  
De esa cuenta, aún y cuando se tiene una 
significativa asignación de recursos para 
este rubro, no es posible anticipar un 
efecto positivo de estos programas en la 
reducción de la pobreza, menos aún, en 
la reducción de la vulnerabilidad y el 
riesgo en que viven los hogares. 
 Por otra parte, se supone que el 
MIDES cuenta ya con un registro único de 
beneficiarios -RUB- que identifica a cada 
uno de los destinatarios de sus programas 
sociales. Sin embargo, el RUB no es de 
acceso público. Un registro de este tipo 
cobraría utilidad al incluir además, a los 
beneficiarios de los programas que están 
a cargo de las otras entidades. Otra 
herramienta que facilitaría la 
comprobación de la cobertura real de 
estos programas, sería un Censo de 
Población actualizado. Por ende, la 
fragmentación existente, la diversidad de 
esfuerzos poco coordinados y la dificultad 
de acceso a la información, hacen 
imposible en este momento saber cuán 
cerca está el país de ofrecer un piso 
básico de protección social a todos sus 
ciudadanos. 

 4.   Junio de 2014 

Karin Slowing Umaña * 

CONSTRUYENDO CIUDADANIA 

* Analista de desarrollo y políticas públicas, con énfasis en 
políticas sociales, gestión pública y planificación. 

Protección social a la deriva 



 

 

Las acciones que realizan los pueblos originarios de Guatemala, en particular el Akateko, Chuj, Popti’, Q’anjob’al y Mestizo, están 
centradas en esfuerzos coordinados para la plena vigencia de los derechos humanos en el territorio, dada la incapacidad del Estado en 
garantizarlos, con el agravante del contubernio con las empresas lo que facilita procesos de agresión permanente y sistemática. 
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EN COMUNIDAD 

¿Por qué están tan inquietos los pueblos? 

La agresión permanente daña, hiere y 
pretende matar las nacionalidades 
indígenas, su tierra y territorio, sus bienes y 
patrimonio. El exterminio iniciado en 1524 
continúa, las heridas y los daños perversos 
contra los pueblos originarios están 
presentes todos los días. 
La agresión contra la vida y la integridad 
personal es alarmante. Tomando como base 
la información de censos oficiales, se puede 
establecer que la población originaria era 
mayoritaria en el año de 1893 teniendo 
64.72% de población indígena a nivel 
nacional, que pasó a ser minoría como lo 
muestra el registro del Censo del 2002 con 
39.64% de población nacional. Mientras que 
la población ladina en ese mismo período, 
de ser minoría con un 35.27%  pasó a ser 
mayoría, 60.35%. El aumento en términos 
cuantitativos de la población indígena en 
este período fue de 3,549,990 y población 
ladina o mestiza fue de 6,268,720. 
 Esta realidad puede considerarse como 
una disminución poblacional relativa o 
exterminio estadístico que responde a 
factores económicos, políticos e ideológicos.  
Lo innegable como factores que inciden 
están la concentración de los medios de 
producción en pocas manos, el conflicto 
armado interno, la industria de la pobreza, 
la política de planificación familiar, la 
carencia de servicios de salud en 
poblaciones indígenas, alienación, 
aculturación.  

Basado en datos contenidos en el 

informe de la Comisión para el 
Esclarecimiento Histórico en que 
constan testimonios de las 
personas que rompieron el 
silencio y se atrevieron a 
denunciar las atrocidades de 
exterminio, las víctimas del 
conflicto armado solamente de la 
década de 1980-1996 para la 
nación Q’anjob’al fueron 8,916, 
nación Akateka 2,681, nación 
Chuj 9,451 registrándose un total 
de 21,048 víctimas registradas 
para la región norte. 

Por otro lado, la agresión 
contra la tierra y el territorio se 
instituyen con las Bulas Papales de 1493 al 
otorgar a la Corona española adueñarse del 
territorio; La Encomienda de 1503 que 
decreta la obligatoriedad de convivir con los 
españoles en condición de esclavitud; La 
Reducción de Indios y el Mandamiento de 
Trabajos que obligaba a indígenas mayores 
de 16 años a trabajar para los españoles. 

En la época independentista, se 
agudizaba esta agresión al reducirse la 
extensión de los pueblos de indios, se 
parcelan los ejidos, se legisla la habilitación 
de mano de obra campesina para las fincas 
cafetaleras. En el periodo liberal se acentúa 
la servidumbre agraria a través de la mano 
de obra indígena a favor de los 
terratenientes cafetaleros y por otra parte 
se otorgan salvoconductos a extranjeros 
interesados en la explotación agroindustrial 
como el caso de la bananera United Fruit 
Company a quien se le dotó de las mejores 
tierras, incluyendo el uso de la línea del 

ferrocarril para el transporte 
del banano desde Tiquisate, 
Escuintla hasta Izabal. 
En la época contrarrevo-
lucionaria, se anulan en su 
mayoría los programas de 
reforma agraria y se privatizan 
la mayoría de las fincas 
nacionales, se expulsa a los 
pueblos indígenas de territorios 
en que predominan bienes 
naturales estratégicos como el 
petróleo, agua y bosque. 
 Después de la firma de los 
acuerdos de paz, se emiten 
n o r m a s  l e g a l e s ,  s e 

implementan acciones administrativas que 
sustentan un nuevo despojo. Se reconcentra 
el uso de la tierra para plantación de palma 
africana, palo de hule, caña de azúcar, palo 
de teca.  

Como una de las salvaguardas ante 
estas agresiones y atrocidades, los pueblos 
originarios abrazan la figura ancestral de 
consulta que aparece regulada en el 
Convenio 169 Sobre Pueblos Indígenas y 
Tribales en Países Independientes de la 
Organización del Trabajo y en la Declaración 
de las Naciones Unidas Sobre los Derechos 
de los Pueblos Indígenas.  El Estado 
guatemalteco ha sido incapaz de garantizar, 
al extremo de calificarlas como no 
vinculantes, pese que “la Corte de 
Constitucionalidad explica que ese derecho 
hace su ingreso al ordenamiento jurídico 
interno por medio del artículo 44 de la 
Constitución Política, el cual avizora que en 
la medida que evoluciona el Derecho 
Internacional de los Derechos Humanos, los 
derechos que explícitamente reconoce serán 
superados.”(1) 
 Para frenar la agresión permanente a 
que están sometidos los Pueblos Originarios 
de Guatemala, apelamos al acompañamiento 
de organizaciones nacionales e interna-
cionales, principalmente organismos de 
verificación de Derechos Humanos, pero 
sobre todo, la solidaridad de los pueblos que 
han dicho:  
 

¡BASTA!  

Gráfica de elaboración propia con información del Censo General de 
la República de 1921 que se compara con el de 1893.  

Gobierno Plurinacional de las Naciones  
Chuj, Q’anjob’al, Popti’, Akateka y Mestiza  

1 Expediente 199-95 de la Corte de Constitucionalidad guatemalteca, Gaceta Jurisprudencial nº. 37, 

apartado VIII de la opinión consultiva de fecha 18 de mayo de 1995 sobre el contenido del Convenio 169 

de la OIT, parte I, pág. 6.  
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ABRE TUS OJOS 

Para alcanzar estas metas se creó el Plan del 
Pacto, designando como responsables al 
Ministerio de Desarrollo Social en coordinación 
con la Secretaría Presidencial de Seguridad 
Alimentaria y Nutricional (SESAN). No obstante, 
en términos operativos, la mayoría de las 
actividades impulsadas están a cargo de los 
servicios del primer nivel de atención del 
Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social 
(MSPAS). El sector empresarial, por su parte, 
dentro de su iniciativa Mejoremos Guate ha 
creado la Alianza contra la Desnutrición que da 
seguimiento a las actividades gubernamentales 
contra la desnutrición crónica. 
 Para trabajar sobre la desnutrición 
crónica, se propone un paquete de 
intervenciones conocido como la “Ventana de los 
Mil Días”, iniciando en municipios priorizados 
para extenderse después al resto del país. Las 
actividades para trabajar sobre la desnutrición 
aguda incluyen el apoyo a la agricultura familiar, 
pero el programa se ha centrado en la vigilancia 
de casos y su recuperación nutricional. 
 Los objetivos del Pacto Hambre Cero son 
ambiciosos, pero necesarios. La desnutrición ha 
sido, desde siempre, uno de los problemas más 
tenaces y difíciles en la salud de la población. La 
desnutrición crónica, que por lo general se 
refiere a la talla baja para la edad, ha generado 
problemas de desarrollo en todas las 
generaciones, pero los avances son escasos. Los 
estudios muestran que las acciones impulsadas 
del país sólo han logrado una tendencia de 
disminución anual de apenas 0.5%, de 1965 al 

2008(3). En el 2008-2009, la desnutrición crónica 

afectaba al 58.6% de los niños y niñas de 3 a 59 

meses de edad(4). Para el 2008, 45.6% de la 

población escolar del país mostró retardo en 
talla o desnutrición crónica, pero el problema es 
mayor en el área rural en donde la prevalencia 

fue de 49.7%. Las prevalencia también fue mayor 
en niños y niñas cuyo idioma materno no es el 
español, con un 62.5%, siendo los grupos más 
afectados los niños y niñas del grupo chortí 
(80.7%), akateko (79.1%), ixil (76.8%) y chuj 

(73.8%)(5).  
 La desnutrición aguda hace referencia, 
principalmente, al bajo peso para la talla, y es 
una de las principales causas de mortalidad en 
niños y niñas menores de 5 años. Para el año 
2010, el MSPAS detectó 14,952 casos de 
desnutrición aguda (moderada y severa); hasta 
noviembre de ese mismo año, se habían 
reportado 185 muertes relacionadas con 
desnutrición aguda(6). 
 En el abordaje de la desnutrición parece 
siempre quedar fuera el análisis profundo del 
problema, ¿por qué hay tanta desnutrición en el 
país? La desnutrición es un reflejo físico de 
problemas más graves como el hambre, que a su 
vez tiene como origen la desigualdad social y 
económica, incluyendo la mala distribución de la 
tierra, la falta de acceso a agua potable y 
saneamiento. Sin embargo, las acciones 
impulsadas por parte del Estado guatemalteco 
por lo general se han limitado a tratar 
deficiencias de vitaminas o minerales, sin 
trabajar las raíces del problema. Hambre Cero y 
su Ventana de los Mil Días no son la excepción. 

 
Ventana de los Mil Días, una 

‘nueva presentación’ de lo mismo 
 
El actual gobierno ha impulsado dentro del Plan 
Hambre Cero la Ventana de los Mil Días como la 
estrategia que disminuirá los problemas del 
hambre y la desnutrición infantil, planteando 
que las acciones deben concentrarse en la 
gestación y los dos primeros años de edad de los 

niños y niñas. Si bien este período se considera 
clave y crítico para el crecimiento y desarrollo 
de las personas, una primera mirada de la 
estrategia nos muestra que es –en esencia– un 
paquete de intervenciones en el nivel individual, 
que incluye: 

 
Estas intervenciones, aunque han sido 
consideradas “costo-efectivas” en el ámbito de 
la salud pública, son básicamente las mismas que 
fueron impulsadas hace más de 30 años, como 
Atención Primaria en Salud SELECTIVA (APS-S), 
una versión conservadora y reducida de la 
estrategia de la Atención Primaria en Salud 
INTEGRAL (APS-I). La APS-I era la estrategia para 
desarrollar la política “Salud para todos en el 
año 2000”, que buscó fortalecer la participación 
de la población en la conservación de su salud y 
orientar las acciones de salud para una atención 
integral y universal, considerando que la salud 
tiene dimensiones sociales, económicas y 
políticas (y no sólo biológicas). 
 Las resistencias a esta visión revolucionaria 
de la salud encontraron una salida proponiendo 
la   APS-S, y con la cual se impulsa el paquete 
conocido como GOBI-FFF por las siglas en inglés 
de las acciones impulsadas: monitoreo del 
crecimiento (Growth Monitoring), rehidratación 
oral en casos de diarrea (Oral Rehidration), 
lactancia materna (Breastfeeding), vacunación 
(Immunization), planificación familiar (Family 
Planning), suplementación de alimentos (Food 
Supplementation) y educación a las mujeres 
(Female Education).  

Lucrecia Hernández Mack 
Médica Guatemalteca, con maestría en Salud Pública, trabajadora por el derecho a la salud 

Viene de la portada. 

El Pacto Hambre Cero(2) fue planteado como una iniciativa de diversos sectores 
(un “movimiento nacional”), así como un compromiso del Estado guatemalteco, 
planteando las siguientes metas: 
 

1. Disminuir en un 10% la prevalencia de la DESNUTRICIÓN CRÓNICA 
infantil en un plazo de 4 años, lo cual será la base para una reducción 
del 24% en los próximos 10 años.  

 
2. Evitar y reducir las muertes por DESNUTRICIÓN AGUDA mediante 

acciones de prevención de la desnutrición y la atención en salud de los 
niños y niñas menores de 5 años, mujeres embarazadas y madres 
lactantes. 

 
3. Enfrentar la POBREZA y promover el DESARROLLO que lleve a su  
        erradicación, reconociendo que en Guatemala la pobreza y la    
        Exclusión tienen fundamentalmente rostro rural, indígena y de mujer. 

 
2 Pacto Hambre Cero. http://www.sesan.gob.gt/index.php/descargas/17-plan-del-pacto-hambre-cero/file  

3 Palmieri Santisteban y Delgado Valenzuela (2011) Análisis situacional 
de la malnutrición en Guatemala: sus causas y abordaje. Cuadernos de 
Desarrollo Humano; 2009/2010-7. Guatemala: Programa de las Nacio-
nes Unidas para el Desarrollo. http://desarrollohumano.org.gt/sites/
default/files/Cuaderno-Malnutricion.pdf 
4 Encuesta Nacional de Salud Materno-Infantil (ENSMI), 2008-2009.  
http://www.unfpa.org.gt/sites/default/files/
Informe_ENSMI2008_2009.pdf 
5 Tercer censo nacional de talla en escolares de Guatemala, 2008.  
6 Palmieri Santisteban y Delgado Valenzuela (2011) 

 
1.  Promoción y apoyo de la lactancia 
materna.  
2.  Provisión de micronutrientes en polvo  
3.  Mejoramiento de la alimentación 
complementaria, a partir de los seis meses 
de edad. 
4.  Fortificación de los alimentos básicos 
con micronutrientes. 
5.  Mejoramiento de prácticas de higiene 
incluyendo el lavado de manos.  
6.  Desparasitación y vacunación de niños y 
niñas.  
7.  Suplementación de vitamina A  
8.  Prevención de la deficiencia de yodo, a 
través de sal yodada.  
9.  Suplementación de zinc terapéutico en 
el manejo de la diarrea. 
10. Suplementación de hierro y ácido 
fólico para prevención y/o tratamiento de 
la anemia en mujeres embarazadas. 
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Estas acciones se repiten nuevamente cuando se 
impulsa la reforma de salud neoliberal en 
Guatemala a mediados de la década de los 90, 
cuando se crea el Programa de Extensión de 
Cobertura (PEC). El PEC consiste en la 
cont ratac ión de  o rgani zac iones  no 
gubernamentales para prestar un paquete de 
atención materno-infantil, las cuales son 
evaluadas según el logro de indicadores como: 
atención a embarazadas y puérperas, 
planificación familiar a mujeres en edad fértil; 
para los niños y niñas están los controles clínicos, 
vacunación y entrega de micronutrientes, así 
como el tratamiento de neumonías y prevención 
de deshidratación por diarrea. Estas 
intervenciones se reforzaron aún más con los 
Objetivos de Desarrollo del Milenio, en cuyas 
metas estaba la reducción de problemas de salud 
en población materno-infantil. 
 Con frecuencia, cuando las políticas 
fracasan se tiende a decir que hubo fallos en la 
implementación. En la tercera semana de mayo 
2014, la Alianza contra la Desnutrición, con la 
participación de FUNDESA y CACIF, presentó los 
resultados de un monitoreo sobre la Ventana de 
los Mil Días, realizado en noviembre de 2013. El 
estudio dio cuenta de los serios problemas que 
enfrenta el primer nivel de atención (los puestos 
de salud) y –particularmente– el PEC para 
implementar las acciones de la estrategia, dadas 
las debilidades institucionales e históricas del 
MSPAS. Varias de las recomendaciones se 
dirigieron al fortalecimiento del personal 
(capacitaciones), la infraestructura, los insumos, 
el sistema de información y la gestión de los 

servicios de salud(7). 
 Pero el problema de la política de Hambre 
Cero no está sólo en la implementación. El fallo 
inicia desde su formulación, pues parte de la 
premisa que el problema del hambre radica en 
los comportamientos o hábitos de conducta, 
responsabilizando a las mujeres de los patrones 
de alimentación que hay en sus familias. Si bien 
la falta de información genera decisiones que no 
siempre son las más adecuadas para la 
alimentación, la política es “ciega, sorda y 
muda” ante la escasez de recursos en los hogares 
que no permiten tener suficientes alimentos, ni 
en cantidad, ni en calidad. 
 Por otro lado, aunque las intervenciones 
materno-infantiles son básicas y necesarias en 
cualquier servicio público de salud, éstas siempre 
han tenido como propósito la supervivencia 
infantil; nunca fueron formuladas para combatir 
el hambre o la desnutrición crónica; su alcance 
es para reducir la muerte de niños y niñas 
pequeñas. En otras palabras, aunque la Ventana 
de los Mil Días pudiera ser implementada de 
manera perfecta, el impacto sobre la 
desnutrición seguiría siendo mínimo. 
 Se observa pues, en Hambre Cero, un 
reciclaje de las mismas actividades que se han 
impulsado desde décadas atrás. Es necesario 
comprender que el hambre y la desnutrición son 

consecuencia de la desigualdad social en el país, 
por lo que es necesario impulsar políticas 
integrales, sociales y económicas para reducir el 
hambre. Toca pues entrar a discusiones de fondo 
que incluyan, entre otros, los problemas de 
racismo, la propiedad y el uso de la tierra, el 

acceso al agua segura, el saneamiento, el empleo 
y los salarios. No hay solución sencilla a los 
problemas complejos.  
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                La falta de información,  
          la imposibilidad para evaluar la política 

 
Quizás, uno de los logros que sí pueden atribuirse al Pacto Hambre Cero es la 

atención y apoyo provenientes del sector económico más poderoso, generándose 
campañas como “Tengo algo que dar” y una mayor presencia del tema de 

desnutrición en el ámbito mediático. Sin embargo, sigue sin resolverse la falta de 
datos sobre la desnutrición o el impacto de la política.  

 
 Para la desnutrición crónica, los datos más recientes y confiables son los provenientes 

del Censo de Talla Escolar del 2008 o la ENSMI 2008-2009, y no existe ningún estudio confiable de 
línea de base para Hambre Cero, con el que se pueda demostrar el impacto del plan. La 
información que pueda proporcionarse se limita a la producción de servicios (coberturas de 
vacunación, número de consejerías dadas, número de mujeres capacitadas, etcétera), pero sin 
poder mostrar el impacto de la política. Sigue sin saberse si ha logrado disminuirse el hambre o la 
desnutrición crónica. Para la desnutrición aguda, la información depende mucho de los protocolos 
de vigilancia y el Sistema de Información Gerencial de Salud del MSPAS. No se ha encontrado 
información completa sobre la desnutrición aguda para los últimos tres años, ni agregado por 
país o desagregado a niveles locales. 

 
 Las peticiones de información tampoco han sido efectivas, como sucedió a 
CEDFOG al solicitar información a las oficinas departamental y nacional de la SESAN, 

sobre el programa en Huehuetenango. La información que finalmente se 
proporcionó fue incompleta. 

7 Resultados del monitoreo de las acciones de la Ventana de los 1000 Días. Mejoremos 
Guate / Alianza contra la Desnutrición. http://www.fundesa.org.gt/cms/content/files/
MG_-_Monitoreo_AxN_210514_final.pdf 
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D 
e los tres pactos que conforman el programa 
de gobierno del Partido Patriota: Fiscal y de 
Competitividad; Seguridad, Justicia y Paz; y 

Hambre Cero, este último es el que mayor cobertura 
mediática ha tenido. A dos años de su lanzamiento 
hacemos el siguiente balance de su funcionamiento.  
 El primer año de aprendizaje y de 
readecuación institucional no tuvo mayores 
impactos en el desempeño del 2013, el porcentaje 
de ejecución presupuestaria de los componentes del 
PHC descendió al 75.02%, (en comparación al 92% en 
2012), es decir, Q 4,575,679,525 de Q 6,099,516,355 
(POA SAN / PPHO2013) asignado a 8 ministerios, 6 
secretarías y otras instituciones como CONALFA, 
INFOM, ICTA e INDECA. La ejecución más baja se 
reporta en el MAGA con el 59.97%, el porcentaje 
más bajo en los últimos años. 
 La atención a la desnutrición continúa 
evidenciando deficiencias institucionales, 
improvisación y baja ejecución presupuestaria. Los 
casos de desnutrición aguda se han incrementado, 
en comparación con el año anterior. El único dato 
que muestra signos favorables es la disminución de 
menores de 5 años fallecidos por desnutrición 
aguda, que de acuerdo a datos del Centro Nacional 
de Epidemiología descendió a 116,  en comparación 
a las 175 muertes del 2012. 
        

Los casos de desnutrición aguda 
subieron de 13,901 en 2012 a 
17,400 en 2013. Los casos de 
desnutrición crónica subieron de 
14,956 a 32,828 en el mismo 
periodo. 
 Las intervenciones en el 
marco de la Ventana de los Mil 
Días (Vitamina A, sulfato ferroso, 
ácido, fólico, desparasitantes), 
disminuyeron de 4,658,365 en 
2012 a 3,403,728 en 2013; debe 
reconocerse como un avance la  
incorporación de vitaminas y 
minerales espolvoreados y zinc a 
las intervenciones.  
 Los programas implemen-
tados en el marco del PHC, 
además de sus nombres nuevos, no 
muestran por el momento, con 
pocas excepciones, políticas y 
prácticas innovadoras. En cuanto a 
los programas de mayor inversión 
dirigidos al área rural, 
específicamente nos referimos a 
los siguientes: 

Byron Garoz 
Colectivo de Estudios Rurales Ixim  

Programas como La 
Supertortilla fueron 
cancelados ante su 
inefectividad para combatir el 
hambre. El programa Triángulo de la 
Dignidad, planteado como un instrumento 
para fortalecer las reservas alimentarias del 
Estado, perdió ese carácter al no concretarse la 
compra de alimentos y, por el contrario, vinculó 
de nuevo a los productores con las grandes 
empresas alimentarias. 

                    Mi Cosecha Segura (entrega de fertilizantes) 
Muestra las mismas deficiencias observadas en 

los Programas de Fertilizante anteriores: beneficio a 
grandes productores, venta de cupones, robos impunes en 
bodega, trato poco serio a potenciales usuarios, llegada 

tarde y con fórmulas inadecuadas para los diferentes tipos de 
suelos. No se han demostrado los impactos positivos de este 
programa para los usuarios, más bien desde su introducción se han 
prestado al manejo clientelar y partidario. 

El Programa de Agricultura Familiar para el Fomento 
de la Economía Campesina (PAFFEC), 

Programa insignia del MAGA, solamente 
ejecutó el 13.19% de su presupuesto. Se 
continúa promoviendo el acceso a la tierra a 
través del arrendamiento, que no cambia la 
estructura de tenencia de la tierra; en 
contraposición FONTIERRAS solamente compró 4 
fincas en 2014. 

El debate de fondo lo constituye la visión de desarrollo impulsada por el Gobierno a través del apoyo a la economía campesina y 
la promoción de inversiones privadas en territorios rurales, que hasta el momento han mostrado ser contradictorias. 

TEJIENDO SABERES 

 
 

El Pacto  
Hambre Cero: 

El combate al  

hambre y la  

reactivación  

de la economía  

campesina en  

Guatemala 

Bono Seguro y Bono Seguro de Salud  
Disminuyeron su cobertura al descender de 776,390 
participantes en 2012 a 672,352 en 2013, por revisión de 
padrones y exclusión de 104,038 familias. Presupuestariamente 
también hubo una disminución de Q 855,943,432 en 2012, a 
Q502,647,068, de los cuales solamente se ejecutó el 50%. Si 
bien se argumenta que esto se debe a la institucionalización de 
los programas y montaje del MIDES, repercutió en entregas 
esporádicas de los bonos y pérdida de efectividad de los 
mismos. Además, prácticamente se ha dejado de lado el 
control de la corresponsabilidad en salud y educación, esto 
debido a la escasa coordinación entre ministerios y al débil rol 
que asignan y/o reconocen al MIDES. 
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H 
ace poco encontré en Plaza 

Pública(1) un texto sobre 

pandillas, parte de “Al atardecer 
de la vida…”, el primer volumen de una extensa 
recopilación de textos escritos por el padre 
Ricardo Falla.  

Soy comunicadora social y desde mi 
posición de lectora profana escribo estos 
párrafos. “Al atardecer de la vida…” es un libro 
de postales que retratan momentos, que nos 
pintan como somos. El autor, desde su 
perspectiva científico-social nos permite 
asomarnos a estas historias.   

El libro puede leerse siguiendo el índice o 
de acuerdo a un tema específico. Falla presenta 
una temática variada de textos escritos entre 
1994 y 2012. Encontramos, por ejemplo, un texto 
de 1994 sobre las Comunidades de Población en 
Resistencia, sus estrategias de sobrevivencia y la 
esperanza de su “salida al claro”, la Guatemala 
de 1995 y la masacre de Xamán, la voz migrante 
en las redadas de Postville y New Bedford y otras 
postales de historia reciente, que no conocemos 
ni asumimos, como si el silencio borrara lo que da 
miedo de conocer, efecto del conflicto armado, 
quizá. El texto “El soldadito de la Coca Cola” 

retrata, de alguna forma, cómo el mercado 
encuadra nuestros modelos sociales a partir del 
consumismo; otros retratos representan el rostro 
joven centroamericano desde la maquila, la 
pandilla o la universidad. 

Al final hay un texto sobre el Genocidio 
Guatemalteco. Los argumentos son un 
instrumento valioso para aclarar el momento 
histórico en el que se realizó el juicio por 
genocidio a Efraín Ríos Montt. 

“Al atardecer de la vida…” es un libro 
valioso, tanto desde su perspectiva científico-
social como por la historia que guarda. El análisis 
antropológico, las cuestiones de método, lo 
teológico serán insumos básicos para los 
especialistas. Para nosotros, los lectores 
guatemaltecos que buscamos vernos y 
entendernos se presenta como una colección de 
datos, descripciones, narración y referencia que 
permite observarnos y quizá pensar en la 
construcción de nuestras respuestas.  

Liliana Villatoro 
 

Tengo el privilegio 
de visitar la 
biblioteca 
municipal de mi 

pueblo desde que era 
estudiante. Hace poco más de un 
año, la bibliotecaria me enseñó el 
periódico Noticias del Corredor y me 
preguntó si lo podía trabajar en mi 
establecimiento, me pareció una 
excelente propuesta. Así conocí el 
periódico que elabora el CEDFOG con 
mucho esmero y dedicación.  

El periódico lo trabajo con los 
estudiantes de primero, segundo y 
tercero básico del Instituto Nacional 
de Educación Básica de la comunidad 
del Pajal, San Antonio Huista. Ellos 
comentan que es bueno conocer la 
realidad y las diferentes 
problemáticas que vive la gente del 

área del Nor-Occidente, como la 
minería y la mala administración de 
los fondos por parte de alcaldes u 
otras entidades públicas. 

A partir del contenido 
analizamos los temas, luego hacemos 
recortes de imágenes para hacer 
carteles. Nos gustaría que pudieran 
informar sobre instituciones públicas 
que velan por los derechos humanos, 
problemas sociales actuales, partidos 
políticos y otros que ustedes 
consideren. Sería magnífico. Muchas 
gracias.  

Comentarios 
de 

lectores 

La Asociación Ixmucané, a través de su 
programa de becas y residencia 
estudiantil, trabaja con señoritas que 
estudian el ciclo básico y diferentes 
carreras del ciclo diversificado. Además 
del apoyo económico de la beca y la 
educación formal que reciben en los 
centros educativos, impulsamos el 
proyecto de Biblioteca Ambulante. Una 
vez al mes nos armamos con libros, 
revistas y diarios para ofrecer a las 
becadas materiales alternativos, entre 
los que siempre figura el periódico 
Noticias del Corredor.  

Con Noticias del Corredor se 
promueve la lectura como un punto de 
partida para analizar y contextualizar 
las problemáticas que se viven en las 
comunidades. Este conocimiento las 
becadas lo aplican en sus estudios pero 
también en el largo plazo cuando se 
inserten en el ámbito laboral.  

La experiencia de trabajo con 
Noticias del Corredor se centra 
principalmente con las alumnas del 

último año de las 
carreras de 
magisterio, 
bachillerato y 
perito contador. 
Usualmente, se 
trabaja con el 
artículo 
relacionado con la 
lectura de la sección Dejando 
Huellas. Por la temática que ofrece, 
también se trabaja con la última sección 
dedicada a La Ciudad de 
Huehuetenango.   

Como el artículo del ejemplar 
del mes de marzo del que se recomendó 
la lectura del conflicto Poptí a las 
becadas de Jacaltenango, para que 
conozcan un 
fenómeno que 
les vincula 
directamente a 
ellas y a su 
comunidad.  

PEM: Junior Celestino Mérida López, Instituto 
Nacional de Educación Básica de la comunidad del 
Pajal, San Antonio Huista, Huehuetenango.  

Ixmucané 

*Falla, Ricardo. “Al Atardecer de la vida…” Volumen 1. Del proceso de 
paz a la masacre de Alaska. Guatemala 1994-2012. Instituto de Estudios 
del Hecho Religioso –IEHR– de la Universidad Rafael Landívar, Asocia-
ción para el Avance de las Ciencias Sociales en Guatemala –AVANCSO– y 
Editorial Universitaria de la Universidad de San Carlos de Guatemala. 
Guatemala 2013. 
1 www.plazapublica.com.gt 

Otras obras 
del autor 

disponibles 
en el 

CEDFOG 

A
rc

h
iv

o
 C

E
D

F
O

G
 

A
rc

h
iv

o
 C

E
D

F
O

G
 

 A propósito de                     

“Al atardecer de la vida…”* 



 

 

D 
escribir el trabajo de Ricardo Falla, es 
describir al enfrentamiento más lúcido 
desde las letras al autoritarismo y las 

dictaduras guatemaltecas. Sus libros han sido 
denuncia a los abusos de poder, son la voz de 
las víctimas de la guerra sucia que aún claman 
desde la selva. Su descripción sobre las 
actitudes de nuestra clase política y 
empresarial ha permitido que varias 
generaciones hoy podamos tener 
herramientas para enfrentar la impunidad. 

Ricardo Falla Sánchez nació en 
Guatemala en 1932, y hoy en día es 
aún muy activo en la creación de 
documentos, reflexiones sobre la 
vida política del país, 
investigaciones y trabajo 
comunitario. Es doctor en 
antropología por la Universidad de 
Austin y es sacerdote jesuita. Entre 
la vasta bibliografía de su autoría, 
destacan los libros:  
 

Sus textos son invitaciones a ver la 
belleza de la vida en la hora de la desgracia, 
pero además son retratos de la condición 
humana, enseñanzas sobre organización y 
emancipación. Sus mensajes ennoblecen y nos 
hacen creer en nosotros mismos, porque 
Ricardo es la nobleza misma, el compromiso 
mismo, la defensa de los derechos humanos 
en tiempos de guerra, la indignación, el amor 

al prójimo, el exilio y retorno.                     
Ha sido punta de flecha de la resistencia 
civil.    

Él, todos los días desde temprano está 
leyendo los periódicos o está escribiendo 
cualquier nuevo catecismo de la Teología de 
la Liberación para nosotros los indígenas 
remisos de Totonicapán. Su sistematización 
de testimonios de comunidades enteras 
víctimas de uno de los períodos más 
represivos de nuestra historia, el período 
militar de la primera mitad de 1980, es fuente 
inagotable de fechas y duras historias 
contadas por los sobrevivientes del genocidio. 
Es sobre todo un aporte importante al debate 
político pendiente en Guatemala para la 
reconstrucción de la memoria colectiva.  

Los primeros libros escritos y sus 
múltiples ensayos son aliados de la memoria 
colectiva, la cual tiene enemigos 
institucionales que la quieren silenciar. Son 
argumentos ante la retórica perversa que se 
esconde detrás de los discursos sobre “olvidar 
el pasado y perdonar”, la memoria hoy más 
que nunca sigue unida a la denuncia. Porque 
podrán morir los generales de la guerra, pero 
nos quedan los que ahora son generales y 
antes eran subalternos y siguen asesinando al 
pueblo.  

Los textos de más reciente creación 
son una advertencia, para cuidarnos de 
fosilizar la historia, porque la repetición de 
fechas y datos sin interpretación de su 
repercusión sobre el presente impone el 
olvido de una generación a otra, por ello estos 
libros trasladan la memoria a quienes no 
vivieron los horrores de la guerra. 

Después de la lectura de cualquiera de 
sus libros, no es posible seguir pensando igual, 
todo su trabajo es un desgarrador estudio de 
lo oculto, de lo que no nos cuentan los libros 
de la historia oficial. Pero también son un 
mensaje de esperanza, porque narran la 
historia de resistencia de las 
comunidades. Sus libros fortalecen la 
memoria histórica, son un llamado a no 
convertirnos en estatuas de sal. Son historias 
de grandes amores ganados y perdidos. 
Ricardo Falla siempre será el gran amor que 
enaltece la lucha y todos quienes amamos la 
vida siempre leeremos. 
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DEJANDO HUELLAS 

Libros para la  

memoria 
Andrea Isabel Ixchíu Hernández 
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1) Quiché Rebelde: Estudio de un 
movimiento de conversión religiosa, 
rebelde a las creencias tradicionales 
en San Antonio Ilotenango, Quiché 
(1971),  
2) Esa Muerte que nos hace Vivir: 
Estudio de la religión popular de 
Escuintla, Guatemala (1984),  
3)  Masacre de la finca San Francisco,  
Huehuetenango (1983),  
4)  Masacres de la Selva.Ixcán, 
Guatemala (1983),  
5) Historia de un Gran Amor: 
Recuperación autobiográfica de la 
experiencia con las  Comunidades de 
Población en Resistencia, Ixcán, 
Guatemala (1995),  
6)  Alicia. Explorando la identidad de 
una joven maya (2005),  
7) Juventud de una Comunidad Maya 
(2006),  
8) Migración transnacional 
retornada: Juventud indígena de 
Zacualpa, Guatemala (2008)  
9) Negreaba de zopilotes. Masacre y 
sobrevivencia. Finca  San Francisco, 
Nentón (2011) y el más reciente 
10) Al atardecer de la vida… Del 
proceso de paz a la masacre de 
Alaska, Guatemala (1994-2012), 
publicado en 2014.  
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El pasado 13 de mayo el Congreso guatemalteco votó un Punto 
Resolutivo afirmando que no hubo genocidio en Guatemala 
durante el conflicto armado, e instando al órgano judicial a 
actuar de tal manera que esa justicia produzca “Paz”. La 
construcción de la paz y seguridad en Guatemala pasa por el 
establecimiento de la verdad y la justicia sobre los hechos que 
ocurrieron durante el conflicto armado. Mientras los jóvenes 
investigadores de CEDFOG se esfuerzan por dar a conocer la 
memoria colectiva de sus comunidades, constatamos con 
indignación que los siguientes diputados huehuetecos se 
prestaron a negar la violencia genocida que afectó de manera 
tan particular a la población a la que “representan”: 

 
Gregorio Luciano Nolasco Marcelino / PP 
Mirza Judith Arreaga Meza de Cardona / Líder 
Luis Adolfo Chávez Pérez / Líder 
Sofía Jeaneth Hernández Herrera / PP 

Cabe señalar que tres 
diputados de manera muy 
estratégica se ausentaron 
ese día. Los que votaron en 
contra de negar el 
genocidio, es decir, mantienen 
que sí hubo genocidio, son los 
diputados Walter Rolando Félix 
López de URNG, Julio César López 
Villatoro de UNE, y, muy 
sorprendentemente, Graciela 
Emilennee Aquino Mazariegos 
del PP. Nos preguntamos, ¿no habrá 
entendido la pregunta, en cierta medida 
tramposa, de votar a favor o en contra de 
negar el genocidio? 

Cosecha de notas 

Genocidio 

A nivel continental, se encuentra en 
ejecución un modelo extractivista impulsado 
por transnacionales y financiado por el 
Banco Mundial, Banco Interamericano de 
Desarrollo y Banco Centroamericano de 
Integración Económica. A nivel nacional 
estas transnacionales han alcanzado 
acuerdos con empresarios del CACIF y con 
los gobiernos de turno para saquear los 
bienes naturales y venderlos en el mercado 
mundial. Por ejemplo, la venta de tierra 
para la producción extensiva de caña de 
azúcar y palma africana.  

En el caso de Huehuetenango hay 26 
licencias mineras vigentes en el 
departamento. En los municipios del norte 
están aprobadas ocho hidroeléctricas 
pequeñas y medianas para la generación de 
energía que se interconectará con México a 
través del Estado de Chiapas. También está 
en curso el proyecto petrolero ubicado entre 
Santa Cruz Barillas e Ixcán. Como se 
verifica, áreas importantes del territorio 
están siendo cedidas para su explotación.  

¿A quién le consultaron? Todos los 
proyectos han sido aprobados sin el 
consentimiento libre e informado de los 
pueblos. Los Pueblos de Huehuetenango han 
y siguen acudiendo a convenios, tratados 

internacionales y leyes nacionales, 
partiendo de la Constitución para protegerse 
y exigir el respeto a sus decisiones. 28 
Consultas Comunitarias de Buena Fe, 
realizadas entre 2006 y 2010, van en esa 
dirección: proteger pacíficamente y sin 
violencia la continuidad de la vida y los 
bienes naturales.  

El panorama actual para el 
departamento tiende a una mayor 
complejidad y confrontación, sobre todo 
porque hay rezagos históricos en los planos 
de educación, salud, empleo a los que el 
Estado no responde, todo lo contrario 
protege el despojo y mantiene a los Pueblos, 
a quien pertenece el territorio, en un estado 
de indefensión.  

Mercado e  
interconectividad 

Rubén Herrera 
Asamblea de Pueblos de Huehuetenango, ADH 
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El proyecto de construcción del nuevo mercado 

Municipal, Minerva, en la zona 2, de 

Huehuetenango se quedó en las buenas 

intenciones. El acto oficial en donde el 

presidente Otto Pérez anunció la construcción 

del nuevo mercado, con un costo de Q25 

millones, se esfumó luego de que el Consejo 

Departamental de Desarrollo (CODEDEH) no 

lograra ejecutar Q66 millones destinados para 

obras de infraestructura del departamento, por 

lo que los recursos se fueron a un fondo común. 

Si las autoridades quieren dar continuidad a 

este proyecto necesitan encontrar los fondos 

que permitan iniciar la construcción del 

edificio. Mientras tanto, el terreno baldío 

seguirá siendo eso, un espacio sin ningún tipo 

de uso y los posibles beneficiarios tendrán que 

continuar como hasta ahora, en las calles de los 

alrededores del mercado central. Pero más 

importante es señalar que la  poca capacidad 

que se tiene para sostener un proyecto 

millonario como el que se tenía previsto.  

El Mercado de  

Minerva 
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LA CIUDAD DE HUEHUE 

E 
n la cabecera de Huehuetenango desde 

2010(1) se ha venido incrementado el 

número de soldados del ejército, dando 
como resultado hoy una fuerte presencia en la 
ciudad. Basta caminar un poco por la ciudad 
para darse cuenta de ello. No se puede pasear 
por el parque central sin encontrar a varios 
grupos de tres soldados (incluso kaibiles) 
provistos de armas largas, en las esquinas de la 
municipalidad y la gobernación. Otros recorren 
los alrededores del mercado, las principales 
avenidas del centro, la terminal de buses, 
escuelas públicas y colegios privados. 

La percepción parece indicar que para el 
ciudadano promedio, enfocado en la subsistencia 
o en distracciones vacías (de las cuales, sin 
duda, el Mundial ocupará temporalmente el 
primer lugar), la presencia del ejército en las 
calles es algo que pasa de manera inadvertida, 

como si siempre hubiera 
sido parte de la 
cotidianidad. Para otro 
sector, su presencia es 
sinónimo de seguridad, 
orden y disciplina, valores 
que con alguna nostalgia 
les recuerda la época de 
los generales y la idea 
generalizada de regímenes 
de mano dura en el que la 
delincuencia no tenía lugar 
en la sociedad. Pero para 
otro sector, la presencia 
de miembros de la 
institución armada remite 
al papel que jugaron en la 
historia reciente del país, 
que la registró violaciones 
sistemáticas a los derechos 
humanos de población 
indígena principalmente, 
llegando a cometer en su 
contra actos de genocidio 
en el periodo que va desde 
finales de 1970 y la 
primera mitad de la 
década de 1980, 
extendiendo la violencia 
hasta la mitad del decenio 
de 1990.  
Pero la presencia del 

ejército, en inicio como apoyo a la Policía 
Nacional Civil (PNC) en el tema de la seguridad, 
se ha ampliado de las calles a actividades de 
otro tipo. Para mencionar dos ejemplos: en la 
caminata de conmemoración del Día 
Internacional de la Mujer y del Día Internacional 
de la Eliminación de la Discriminación Racial, la 
banda de guerra de la 5ta. Brigada Militar a 
ritmo de marchas marciales, cerraba el desfile 
de niños, mujeres y hombres que se abrían paso 
en las principales calles y avenidas de la 
cabecera. Este hecho que pasó inadvertido en la 
mayoría de la población nos permite recordar 
que en los Acuerdos de Paz la participación del 
ejército se restringe a garantizar la seguridad de 
las fronteras, y que su papel en una sociedad 
democrática no es la de participar en 
actividades de orden estrictamente civil.  

 

Por otro lado, aunque en la actualidad 
no podemos decir que los oficiales y tropa del 
ejército representan rigurosamente la doctrina 
contrainsurgente de la época de la guerra, si se 
puede afirmar que en el contexto que 
Huehuetenango enfrenta, busca captar de nueva 
cuenta los efectos que ésta produjo en la 
población como el miedo y sometimiento a 
través del control social.  

¿Pero hay alguna intención oculta en el 
regreso a la vida pública del ejército? 
Preliminarmente podríamos decir que su vuelta 
como actor en asuntos civiles, en un 
departamento en el que movimientos de 
resistencia se oponen a inversión privada a 
través de la construcción de hidroeléctricas y la 
consiguiente respuesta violenta del Estado, la 
institución busca conseguir notoriedad y reavivar 
una autoridad perdida, a partir de su 
participación en ceremonias públicas en las que 
hace gala de atributos como las insignias, la 
disciplina, la superioridad y el hábito del respeto 
a la jerarquía para producir mecanismos 
similares a los impuestos por la fuerza en 
décadas pasadas.  

Pero la historia y la lucha organizada y 
pacífica de los pueblos han demostrado la 
inviabilidad de la imposición por medio de la 
fuerza. Lo que está en juego en Huehuetenango 
es la apuesta por la construcción de una 
sociedad libre de militarismos e imposiciones 
con la fuerza de los pueblos que buscan una vida 
mejor por medio de la paz.  

1 De acuerdo con la nota periodística 250 soldados se sumaron al apoyo de la PNC para patrullajes conjuntos. http://www.prensalibre.com/noticias/Ejercito-patrulla-calles-Huehue-PNC_0_394760569.html 
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Área de Formación y Difusión, CEDFOG 


